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REAL DECRETO-LEY 6/2020, DE 10 DE MARZO, POR EL QUE SE ADOPTAN 
DETERMINADAS MEDIDAS URGENTES EN EL ÁMBITO ECONÓMICO Y PARA 
LA PROTECCIÓN DE LA SALUD PÚBLICA.

Improcedencia de lanzamiento

1. Hasta transcurridos once años desde la entrada en vigor de esta Ley, no procederá el 
lanzamiento cuando en un proceso judicial o extrajudicial de ejecución hipotecaria se hubiera 
adjudicado al acreedor, o a cualquier otra persona física o jurídica la vivienda habitual de 
personas que se encuentren en los supuestos de especial vulnerabilidad y en las circunstancias 
económicas previstas en este artículo.

2. Establece que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar no supere el 
límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples anual de catorce pagas, 
para acogerse a la anterior 



REAL DECRETO-LEY 7/2020, DE 12 DE MARZO, POR EL QUE SE ADOPTAN 
MEDIDAS URGENTES PARA RESPONDER AL IMPACTO ECONÓMICO DEL 
COVID-19.

Medidas para reforzar el sistema de salud pública, apoyar a las personas trabajadoras y 
familias más vulnerables 

Introduce nuevas medidas para responder al impacto económico negativo que se está 
produciendo en el ámbito sanitario, en el sector turístico, y sobre las personas afectadas por las 
medidas de contención adoptadas por las autoridades competentes, así como prevenir un mayor 
impacto económico negativo sobre las PYMES y autónomos. En concreto, las medidas adoptadas 
se orientan a reforzar el sistema de salud pública, apoyar a las personas trabajadoras y familias 
más vulnerables afectadas por la situación excepcional y extraordinaria, garantizar la liquidez de 
las empresas del sector turístico y apoyar la financiación de las pequeñas y medianas empresas y 
autónomos.

Beca o ayuda de comedor durante el curso escolar

Las familias de los niños y niñas beneficiarios de una beca o ayuda de comedor durante el curso 
escolar que se encuentren afectados por el cierre de centros educativos tendrán derecho a ayudas 
económicas o la prestación directa de distribución de alimentos.

3. La gestión de estas medidas se llevará a cabo por parte de los servicios sociales de atención 
primaria en coordinación con los centros escolares y las respectivas consejerías de educación 
y de servicios sociales de las Comunidades Autónomas.

4. Estas medidas se prolongarán mientras permanezcan clausurados los centros educativos, sin 
perjuicio de su revisión en función de la duración de esta circunstancia



REAL DECRETO- LEY 8/2020 DE 17 DE MARZO SE ESTABLECE UN FONDO 
SOCIAL EXTRAORDINARIO DESTINADO A LAS CONSECUENCIAS SOCIALES 
DERIVADAS DEL COVID-19

Adopta un conjunto de medidas de carácter urgente dirigidas a dos ámbitos específicos, el 
económico y la salud pública que en este momento demandan una respuesta inmediata

CAPÍTULO I MEDIDAS DE APOYO A LOS TRABAJADORES, FAMILIAS Y COLECTIVOS 
VULNERABLES:

1. Transferencias presupuestarias a las CCAA para:

• Reforzar servicios de proximidad de carácter domiciliario, especialmente dirigidos a 
mayores y personas con discapacidad

• Incrementar dispositivos de teleasistencia domiciliaria

• Trasladar al ámbito domiciliario servicios de rehabilitación, terapia ocupacional y servicios 
de higiene y similares

• Reforzar plantillas de centros sociales y centros residenciales –Ampliar dotaciones 
en partidas que permitan a las familias ingresos suficientes ya sean de inserción o de 
necesidades básicas.

2. Posibilidad de los entes locales de destinar parte de su superávit para las actividades vistas en 
el punto anterior y posibilidad de las Diputaciones Provinciales de incluir gasto imputable en 
las partidas   del capítulo 6 y 7 del Estado.

3. Garantía del suministro de agua y energía a consumidores vulnerables, a partir del mes 
siguiente a la entrada en vigor del RD, no se podrá suspender el consumo de agua, luz o gas a 
los “consumidores vulnerables” definidos en el art 9.

4. Prórroga automática del bono social

5. Paralización del sistema de incremento de precios de gases licuados y combustibles.

6. Carácter preferente del trabajo a distancia: se constituye como un deber de la empresa el 
adoptar las medidas oportunas técnica y razonablemente posibles y proporcionadas.

Con la realización del teletrabajo se entenderá cumplida la obligación de realizar la evaluación 
de riesgos.

7. Derecho a la adaptación del horario y reducción de jornada en los términos fijados en el art 
6 , es decir y sin entrar en profundidad, aquellos que acrediten deber de cuidado de la pareja 
de hecho o del cónyuge y de familiares por consanguinidad hasta segundo grado y que por 
razones de edad, cuidado o discapacidad precisen cuidado, tendrán derecho a acceder a la 
adaptación de la jornada.



También concurrirá la posibilidad de adaptación de jornada cuando concurran cierre de centros 
educativos y se llevará a cabo con un reparto responsable de las obligaciones de cuidado.

No se trata de un derecho absoluto y requiere acuerdo con la empresa, la reducción de la 
jornada comportará una reducción proporcional del salario.

Deberá de ser comunicada con una antelación mínima de 24 horas a la empresa y podrá 
alcanzar hasta el 100% de la jornada, en estos casos debe estar acreditado y ser proporcionado.

8. Moratoria deuda hipotecaria: Dificultades extraordinarias para el pago de la vivienda 
habitual, encontrarse en supuestos de “vulnerabilidad económica” esta medida se extiende 
también a fiadores y avalistas.

Supuestos de vulnerabilidad económica: 

• Situación de desempleo

• Pérdida sustancial de ingresos por reducción de las ventas

• Conjunto de ingresos unidad familiar  menos 3 veces IPREM 

• Unidad familiar con miembros con discapacidad , personas mayores de 65 años o 
incapacidad, 4 veces IPREM

• Deudor hipotecario con discapacidad intelectual, parálisis cerebral , 65% de discapacidad 
física o sensorial o 33% mental, 5 veces IPREM.

• La cuota hipotecaria más los gastos de suministros debe de ser superior a 35% de los 
ingresos

• Caída sustancial de las ventas de al menos 40%

El solicitante deberá acreditar estas circunstancias ante la entidad bancaria y se podrá solicitar 
la aplicación de esta medida hasta 15 días después de la aplicación de este RD-ley

Supondrá la inaplicación de las cuotas por el periodo solicitado a la entidad bancaria y no se 
aplicarán intereses moratorios.

9. Prestación extraordinaria por cese de actividad:

Se limita la vigencia a 1 desde la entrada en vigor de la norma, está dirigida a autónomos 
cuyas actividades queden suspendidas por el Cvid-19 y su facturación se vea reducida en al 
menos el 75% del promedio del semestre anterior.

Consiste en una ayuda económica del 70% de la base reguladora, supone acreditar la reducción 
de su facturación, encontrarse de alta y no tener deudas con seguridad social. 



10. Mantenimiento de los servicios de comunicaciones electrónicas conectividad y banda ancha.

La norma asegura el mantenimiento de los servicios de banda ancha sin posibilidad de 
suspenderlos ni reducir el número de beneficiarios ni las condiciones de asequibilidad.

Se prohíbe durante la vigencia del estado de alarma las campañas comerciales de los 
proveedores de servicios y se suspenden todas las operaciones de portabilidad.

11. Interrupción del plazo de devolución de productos: En modalidad presencial u on line durante 
el estado de alarma se suspende el plazo de devolución de productos.

CAPÍTULO II MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN DE MECANISMOS DE AJUSTE TEMPORAL PARA 
EVITAR DESPIDOS –ERTE-

12. Supone suspensión de contrato y reducción de jornada que tengan causa directa en pérdidas 
causadas por COVID19, incluida la declaración del estado de alarma que impliquen suspensión 
o cancelación de actividades, cierre temporal de locales, afluencia pública etc.. (art 22 a 24)

En los supuestos en los que la empresa se acoja a esta media regulada en el art 47 del Estatuto 
de los trabajadores se aplicarán las siguientes especificidades:

• Solicitud de la empresa con informe de pérdidas de actividad acompañada de la 
documentación acreditativa, con indicación de los trabajadores afectados y traslado de 
este informe y documentación a los representantes de los trabajadores.

• Resolución de la autoridad laboral en 5 días desde la solicitud, previo informe potestativo 
de inspección de trabajo con un máximo de 5 días.

13. Medidas en materia de cotización en el ERTE:

• Exonera a la empresa del abono de la aportación empresarial a la seguridad social, 
mientras dure el periodo de suspensión de los contratos o reducción de la jornada.

• Para el trabajador este periodo figurará como efectivamente cotizado.

• La bonificación de cuotas se solicita por parte del empresario identificando a los 
trabajadores afectados y la suspensión o reducción de la jornada, a efectos de verificación 
será suficiente que el SEPE proceda reconocer la prestación por desempleo del periodo 
concreto.

Una vez adoptado el ERTE:

• La TGSS procederá al reconocimiento de la prestación contributiva por desempleo, 
aunque se carezca del periodo de cotización mínimo y no computará este periodo a 
efectos de consumir periodos máximos de cotización.



• La base reguladora será el promedio de los 180 días anteriores y la duración hasta la 
finalización del periodo de suspensión o reducción del contrato.

• Podrán acogerse a esta medida tanto los trabajadores que tienen un periodo mínimo 
cotizado, como aquellos que carezcan de ese periodo mínimo de cotización.

• Se establece un supuesto especial para los trabajadores fijos discontinuos

14. Se abonará igualmente sin limitación del derecho a recibirlo el subsidio por desempleo 
solicitado fuera del plazo correspondiente.

15. Se prorroga de oficio el derecho a percibir el subsidio por desempleo en los supuestos sujetos 
a prórroga semestral del derecho.

16. Para los beneficiarios del subsidio para mayores de 52 años no se interrumpe el pago del 
subsidio, aunque no se presente la declaración anual de rentas.



REAL DECRETO-LEY 9/2020, DE 27 DE MARZO, POR EL QUE SE ADOPTAN 
MEDIDAS COMPLEMENTARIAS, EN EL ÁMBITO LABORAL, PARA PALIAR LOS 
EFECTOS DERIVADOS DEL COVID-19.

1. La fuerza mayor y las causas económicas, técnicas, organizativas y de producción en las que se 
amparan las medidas de suspensión de contratos y reducción de jornada previstas en los 
artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, no se podrán entender como 
justificativas de la extinción del contrato de trabajo ni del despido para agilizar la tramitación 
y abono de prestaciones por desempleo.

2. El procedimiento de reconocimiento de la prestación contributiva por desempleo, para 
todas las personas afectadas por procedimientos de suspensión de contratos y reducción de 
jornada basados en las causas previstas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo, se iniciará mediante una solicitud colectiva presentada por la empresa ante la 
entidad gestora de las prestaciones por desempleo, actuando en representación de aquellas.

3. Cuando por falta de medios adecuados o suficientes la Asamblea General de las sociedades 
cooperativas no pueda ser convocada para su celebración a través de medios virtuales, 
el Consejo Rector asumirá la competencia para aprobar la suspensión total o parcial de la 
prestación de trabajo de sus socias y socios y emitirá la correspondiente certificación para su 
tramitación, en los términos previstos en los artículos 22 y 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 
17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19.

4. La duración de los expedientes de regulación de empleo autorizados al amparo de las 
causas previstas en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, no podrá 
extenderse más allá del periodo en que se mantenga la situación extraordinaria derivada

5. La duración de los expedientes de regulación de empleo autorizados al amparo de las causas 
previstas en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, no podrá extenderse 
más allá del periodo en que se mantenga la situación extraordinaria derivada del 
COVID-19 

6. Las medidas extraordinarias en materia de cotizaciones y protección por desempleo previstas 
en los artículos 24 y 25 serán de aplicación a los afectados por los procedimientos de suspensión 
de contratos y reducción de jornada comunicados, autorizados o iniciados, con anterioridad a 
la entrada en vigor de este real decreto-ley, siempre que deriven directamente del COVID-19

7. Todos los contratos que hayan de celebrarse por las entidades del sector público para atender 
las necesidades derivadas de la protección de las personas y otras medidas adoptadas por el 
Consejo de Ministros para hacer frente al COVID-19, les resultará de aplicación la tramitación 
de emergencia.



REAL DECRETO-LEY 10/2020, DE 29 DE MARZO, POR EL QUE SE REGULA UN 
PERMISO RETRIBUIDO RECUPERABLE PARA LAS PERSONAS TRABAJADORAS 
POR CUENTA AJENA QUE NO PRESTEN SERVICIOS ESENCIALES, CON EL FIN 
DE REDUCIR LA MOVILIDAD DE LA POBLACIÓN EN EL CONTEXTO DE LA 
LUCHA CONTRA EL COVID-19.

No será objeto de aplicación el permiso retribuido regulado en el presente real decreto-ley 
a las siguientes personas trabajadoras por cuenta ajena:

1. Las de los centros, servicios y establecimientos sanitarios, así como a las personas que (i) 
atiendan mayores, menores, personas dependientes o personas con discapacidad, y las 
personas que trabajen en empresas, centros de I+D+I y biotecnológicos vinculados al COVID-19, 
(ii) los animalarios a ellos asociados, (iii) el mantenimiento de los servicios mínimos de las 
instalaciones a ellos asociados y las empresas suministradoras de productos necesarios para 
dicha investigación, y (iv) las personas que trabajan en servicios funerarios y otras actividades 
conexas.

2. Las que prestan servicios relacionados con la protección y atención de víctimas de violencia 
de género.

3. Las que trabajen en los Centros de Acogida a Refugiados y en los Centros de Estancia Temporal 
de Inmigrantes y a las entidades públicas de gestión privada subvencionadas por la Secretaría 
de Estado de Migraciones y que operan en el marco de la Protección Internacional y de la 
Atención Humanitaria.



REAL-DECRETO- LEY 11/2020 DE 31 DE MARZO POR EL QUE SE ADOPTAN 
MEDIDAS URGENTES Y COMPLEMENTARIAS EN EL ÁMBITO SOCIAL Y 
ECONÓMICO PARA HACER FRENTE AL COVID19

El principal objetivo de este Real Decreto-Ley es contribuir a aliviar las necesidades económicas 
tanto de los ciudadanos, como de las pymes, y de los colectivos más vulnerables como son 
autónomos, empleadas del hogar y al mismo tiempo garantizar el suministro energético y de 
agua para todos los hogares mientras dure el estado de alarma.

CAPITULO I: MEDIDAS DE APOYO A LOS TRABAJADORES, CONSUMIDORES, FAMILIAS Y 
COLECTIVOS VULNERABLES

Suspensión del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos para hogares vulnerables 
sin alternativa habitacional. 

Situación de vulnerabilidad, deben de darse de forma conjunta los siguientes requisitos 
indicados en la norma.

a) Situación de desempleo, 

b) Expediente Temporal de Regulación de Empleo (ERTE)

c) Haya reducido su jornada por motivo de cuidados, que supongan una pérdida sustancial 
de ingresos:

i. Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos 
Múltiples mensual (en adelante IPREM).

ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la unidad 
familiar. El incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por cada 
hijo en el caso de unidad familiar monoparental.

iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 años 
miembro de la unidad familiar.

iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada 
discapacidad superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que le 
incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral, 
el límite será de cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los incrementos acumulados 
por hijo a cargo.

v. En el caso de que la persona obligada a pagar la renta arrendaticia sea persona con 
parálisis cerebral, con enfermedad mental, o con discapacidad intelectual, con un 
grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 por ciento, o persona con 
discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocida igual o 
superior al 65 por ciento, así como en los casos de enfermedad grave que incapacite 
acreditadamente, de cinco veces el IPREM.



d) Que la renta arrendaticia, más los gastos y suministros básicos, resulte superior o igual al 
35 por cien de los ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad 
familiar. 

Se entenderá por unidad familiar la compuesta por la persona que adeuda la renta arrendaticia, 
su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita y los hijos, con independencia de 
su edad, que residan en la vivienda, incluyendo los vinculados por una relación de tutela, guarda o 
acogimiento familiar y su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita, que residan 
en la vivienda.

No se entenderá que concurren los supuestos de vulnerabilidad cuando la persona 
arrendataria o cualquiera de las personas que componen la unidad familiar que habita 
aquella sea propietaria o usufructuaria de alguna vivienda en España. 

Para acreditar Situación de Vulnerabilidad deberán de aportarse la documentación siguiente:

• En caso de situación legal de desempleo, mediante certificado expedido por la entidad gestora 
de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de prestaciones 
o subsidios por desempleo.

• En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, mediante certificado 
expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente de 
la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de cese de actividad 
declarada por el interesado.

• Número de personas que habitan en la vivienda habitual:

i. Libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho.

ii. Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, 
con referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos y a los 
seis meses anteriores. 

iii. Declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad permanente para 
realizar una actividad laboral.

• Titularidad de los bienes: nota simple del servicio de índices del Registro de la Propiedad de 
todos los miembros de la unidad familiar.

• Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los requisitos 
exigidos para considerarse sin recursos económicos suficientes según este real decreto-ley.



PROCEDIMIENTO:

Si el solicitante de la moratoria no pudiese aportar alguno de los documentos requeridos, 
podrá sustituirlo mediante una declaración responsable que incluya la justificación expresa 
de los motivos, relacionados con las consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impiden tal 
aportación. Tras la finalización del estado de alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de un mes 
para la aportación de los documentos que no hubiese facilitado.

Si el letrado de la Administración de Justicia entiende que se da esta situación de vulnerabilidad 
declarara la suspensión con carácter retroactivo a la fecha en que aquella se produjo, el Decreto 
que fije la suspensión señalara que transcurrido el plazo fijado se reanudara el computo de los 
días.

Se entenderá que concurre el consentimiento de la persona arrendataria por la mera presentación 
de la solicitud de suspensión.

En caso de que el establecimiento de la suspensión extraordinaria afecte a arrendadores que 
acrediten ante el Juzgado encontrarse igualmente en situación de vulnerabilidad social o económica 
sobrevenida como consecuencia de los efectos de la expansión del COVID-19, presentando el 
escrito y los documentos a los que dicho apartado se refiere, el Letrado de la Administración 
de Justicia deberá comunicarlo a los servicios sociales competentes para su consideración en 
el establecimiento del plazo de suspensión extraordinaria y en la definición de las medidas de 
protección social a adoptar. Se entenderá que concurre el consentimiento del arrendador para 
hacer la comunicación prevenida en el apartado anterior por la mera presentación del escrito 
alegando la situación de vulnerabilidad económica sobrevenida.

En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual en los que el periodo de prorroga 
obligatoria o tacita finalice dentro del periodo comprendido desde la entrada en vigor de este 
Decreto-Ley hasta el día en el que hayan transcurrido dos meses desde la finalización del estado de 
alarma, podrá aplicarse, previa solicitud del arrendatario, una prorroga extraordinaria del contrato 
de arrendamiento por el plazo de seis meses, debiendo ser aceptada la misma por el arrendador.

La persona arrendataria de un contrato de vivienda habitual que se encuentre en situación 
de vulnerabilidad económica podrá solicitar de la persona arrendadora cuando esta sea 
una empresa o entidad pública de vivienda o un gran tenedor, entendiendo por tal la persona 
física o jurídica que sea titular de más de diez inmuebles urbanos, excluyendo garajes y trasteros, 
o una superficie construida de más de 1.500 m2, en el plazo de un mes desde la entrada en vigor 
de este real decreto-ley, el aplazamiento temporal y extraordinario en el pago de la renta, siempre 
que dicho aplazamiento o la condonación total o parcial de la misma no se hubiera conseguido ya 
con carácter voluntario por acuerdo entre ambas partes.

En el caso de que el acuerdo no se hubiese producido, el arrendador comunicará expresamente 
al arrendatario, en el plazo máximo de 7 días laborables, su decisión, escogida entre las siguientes 
alternativas:



a. Una reducción del 50% de la renta arrendaticia durante el tiempo que dure el estado 
de alarma decretado por el Gobierno y las mensualidades siguientes si aquel plazo fuera 
insuficiente en relación con la situación de vulnerabilidad provocada a causa del COVID-19, 
con un máximo en todo caso de cuatro meses.

b. Una moratoria en el pago de la renta arrendaticia que se aplicará de manera automática 
y que afectará al periodo de tiempo que dure el estado de alarma.

Resultará de aplicación a todos los arrendamientos correspondientes al Fondo Social de Vivienda.

La persona arrendataria podrá tener acceso al programa de ayudas transitorias de 
financiación, levantándose la moratoria en el pago de la renta arrendaticia regulada y el 
consiguiente fraccionamiento de las cuotas preestablecido.

Se autoriza por un plazo de hasta catorce años, se desarrolle una línea de avales con total 
cobertura del Estado, para que las entidades bancarias puedan ofrecer ayudas transitorias de 
financiación a las personas que se encuentren en la referida situación de vulnerabilidad, con un 
plazo de devolución de hasta seis años, prorrogable excepcionalmente por otros cuatro y 
sin que, en ningún caso, devengue ningún tipo de gastos e intereses para el solicitante, debiendo 
dedicarse al pago de la renta del arrendamiento de vivienda y podrán cubrir un importe máximo 
de seis mensualidades de renta.

La persona arrendataria de un contrato de vivienda habitual que se encuentre en situación de 
vulnerabilidad económica podrá solicitar de la persona arrendadora cuando no este comprendida 
en ninguna de las causas enumeradas anteriormente, en el plazo de un mes desde la entrada 
en vigor de este Real decreto Ley y en los términos establecidos anteriormente el aplazamiento 
temporal y extraordinario en el pago de la renta, siempre que dicho aplazamiento o la condonación 
total o parcial de la misma no se hubiera acordado previamente entre ambas partes con carácter 
voluntario.

Una vez recibida la solicitud, la persona arrendadora comunicará a la arrendataria, en el plazo 
máximo de 7 días laborables, las condiciones de aplazamiento o de fraccionamiento aplazado de la 
deuda que acepta o, en su defecto, las posibles alternativas que plantea en relación con las mismas.

Si la persona física arrendadora no aceptare ningún acuerdo sobre el aplazamiento y en cualquier 
caso, cuando la persona arrendataria se encuentre en la situación de vulnerabilidad sobrevenida 
esta podrá tener acceso al programa de ayudas transitorias de financiación.

Se incorporará al Plan Estatal de Vivienda 2018-2021 regulado en el Real Decreto 106/2018, 
de 9 de marzo, un nuevo programa de ayudas al alquiler, denominado «Programa de ayudas 
para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de 
vivienda habitual». 

Podrán beneficiarse de las ayudas de este programa las personas físicas que, en su condición de 
arrendatarios de vivienda habitual encajen en los supuestos de vulnerabilidad económica y social 
sobrevenida.



La cuantía de esta ayuda será de hasta 900 euros al mes y de hasta el 100% de la renta arrendaticia 
o, en su caso, de hasta el 100% del principal e intereses del préstamo 

Se sustituirá el Programa de ayuda a las personas en situación de desahucio o lanzamiento de su 
vivienda habitual del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, regulado en el Real Decreto 106/2018, 
de 9 de marzo, por el nuevo «Programa de ayuda a las víctimas de violencia de género, personas 
objeto de desahucio de su vivienda habitual, personas sin hogar y otras personas especialmente 
vulnerables».

Podrán ser beneficiarias de las ayudas de este programa las personas víctimas de violencia 
de género, a las personas objeto de desahucio de su vivienda habitual, a las personas sin 
hogar y a otras personas especialmente vulnerables las administraciones públicas, empresas 
públicas y entidades sin ánimo de lucro, de economía colaborativa o similares, siempre sin 
ánimo de lucro, cuyo objeto sea dotar de una solución habitacional a aquellas personas y por 
cuenta de las mismas.

Se modificará el programa de fomento del parque de vivienda en alquiler. Dicha modificación 
respetará en su integridad el programa ahora existente, pero incorporando un nuevo supuesto 
que posibilite destinar las ayudas a la compra de viviendas con objeto de incrementar el parque 
público de viviendas.

Podrán obtener ayudas en este nuevo supuesto las viviendas que, de forma individualizada o 
en bloque, sean adquiridas por las Administraciones Públicas, los organismos públicos y demás 
entidades de derecho público, así como las empresas públicas y las entidades del tercer sector sin 
ánimo de lucro, con objeto de incrementar el parque público de viviendas destinadas al alquiler o 
cesión en uso social.

En los supuestos de moratoria hipotecaria y del crédito de financiación no hipotecaria se 
entenderá que hay vulnerabilidad económica cuando:

a) El potencial beneficiario pase a estar en situación de desempleo o, en caso de ser empresario 
o profesional, sufra una pérdida sustancial de sus ingresos o una caída sustancial en su 
facturación de al menos un 40%. A los efectos de este artículo tendrán la consideración de 
empresarios y profesionales las personas físicas que cumplan las condiciones previstas en el 
artículo 5 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

b) El conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar no supere, en el mes 
anterior a la solicitud de la moratoria:

i. Con carácter general, tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples mensual 
(en adelante IPREM).

ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la unidad familiar. 
El incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por cada hijo en el 
caso de unidad familiar monoparental.



iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 años 
miembro de la unidad familiar.

iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada discapacidad 
superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que le incapacite 
acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral, el límite 
previsto en el subapartado i) será de cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los incrementos 
acumulados por hijo a cargo.

v. En el caso de que el deudor hipotecario sea persona con parálisis cerebral, con enfermedad 
mental, o con discapacidad intelectual, con un grado de discapacidad reconocido igual 
o superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física o sensorial, con un grado 
de discapacidad reconocida igual o superior al 65 por ciento, así como en los casos de 
enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a su cuidador, para 
realizar una actividad laboral, el límite será de cinco veces el IPREM.

c)  Que el total de las cuotas hipotecarias de los bienes inmuebles mencionados a continuación 
más los gastos y suministros básicos resulte superior o igual al 35 por cien de los ingresos 
netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar.

d)  Debe tratarse de la deuda hipotecaria contraída o los préstamos hipotecarios contratados 
para la adquisición de:

• La vivienda habitual.

• Inmuebles afectos a la actividad económica que desarrollen los empresarios y profesionales 

• Viviendas distintas a la habitual en situación de alquiler y para las que el deudor hipotecario 
persona física, propietario y arrendador de dichas viviendas, haya dejado de percibir la 
renta arrendaticia desde la entrada en vigor del Estado de alarma o deje de percibirla 
hasta un mes después de la finalización del mismo.

• Que, a consecuencia de la emergencia sanitaria, la unidad familiar haya sufrido una 
alteración significativa de sus circunstancias económicas en términos de esfuerzo de 
acceso a la vivienda, 

Se entiende por potencial beneficiario a quienes estén haciendo frente a una deuda hipotecaria 
conforme al artículo 19 mencionado anteriormente. 

En ningún caso resultará de aplicación esta definición para los consumidores vulnerables en el 
ámbito del agua, el gas natural y la electricidad,  ni para la moratoria de deuda arrendaticia para 
las personas arrendatarias de vivienda habitual.

Todas estas circunstancias deberán de acreditarse conforme establece el RD-Ley

Si el solicitante de la moratoria no pudiese aportar alguno de los documentos requeridos en 
las letras a) a e) del apartado anterior, podrá sustituirlo mediante una declaración responsable 



que incluya la justificación expresa de los motivos, relacionados con las consecuencias de 
la crisis del COVID-19, que le impiden tal aportación. Tras la finalización del estado de alarma 
y sus prórrogas dispondrá del plazo de un mes para la aportación de los documentos que no 
hubiese facilitado.

Si el potencial beneficiario no tuviera contratado un préstamo hipotecario y sin embargo, 
tuviera que hacer frente al pago periódico, o bien de una renta por alquiler de su vivienda 
habitual, o bien de cualquier tipo de financiación sin garantía hipotecaria frente a una entidad 
financiera, o a ambas simultáneamente, se sustituirá el importe de la cuota hipotecaria por la 
suma total de dichos importes, incluyendo la renta por alquiler aunque sea objeto de moratoria a 
efectos de cálculo, se utilizara la suma total de ambos importes.

Si el potencial beneficiario tuviera que hacer frente a un único préstamo sin garantía hipotecaria y 
no tuviera que hacer frente al pago periódico de una renta por alquiler de su vivienda habitual, se 
tendrá en cuenta sólo dicho préstamo sin garantía hipotecaria a los efectos anteriores.

El importe de los pagos periódicos para la devolución de la financiación sin garantía 
hipotecaria se acreditará mediante la aportación del correspondiente contrato suscrito 
con la entidad financiera. cuenta sólo dicho préstamo sin garantía hipotecaria a los efectos 
anteriores. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el párrafo anterior se acreditará 
por el deudor ante el acreedor mediante la presentación de la misma docuemntación que en el 
caso de financiación con garantía hipotecaria.

Estas mismas medidas se aplicarán igualmente a los fiadores y avalistas del deudor principal 
que se encuentren en situación de vulnerabilidad. aun cuando en el contrato hubieran 
renunciado expresamente al beneficio de excusión.

Los deudores comprendidos en el ámbito de aplicación de la suspensión de las obligaciones 
derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria podrán solicitar del acreedor, 
hasta un mes después del fin de la vigencia del estado de alarma, la suspensión de sus 
obligaciones 

Durante el periodo de vigencia de la suspensión:

a. El acreedor no podrá exigir el pago de la cuota, ni de ninguno de los conceptos que la integran 
(amortización del capital o pago de intereses), ni íntegramente, ni parcialmente.

b. No se devengarán ningún tipo de intereses, ni ordinarios, ni de demora.

La fecha del vencimiento acordada en el contrato se ampliará, como consecuencia de la suspensión, 



Beneficios electricidad 

Tendrán consideración de consumidores vulnerables en su vivienda habitual y en los 
términos recogidos en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula 
la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los 
consumidores domésticos, los consumidores que, la renta conjunta anual de la unidad familiar 
sea igual o inferior:

• a 2,5 veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) de 14 pagas, en el 
caso de que el titular del punto de suministro no forme parte de una unidad familiar o no 
haya ningún menor en la unidad familiar;

• a 3 veces el índice IPREM de 14 pagas, en el caso de que haya un menor en la unidad 
familiar;

• a 3,5 veces el índice IPREM de 14 pagas, 

Acrediten que el titular del punto de suministro, o alguno de los miembros de su unidad 
familiar, profesionales por cuenta propia o autónomos, tienen derecho a la prestación por 
cese total de actividad 

Cuando el contrato de suministro de la vivienda habitual del profesional por cuenta propia o 
autónomo esté a nombre de la persona jurídica, el bono social deberá solicitarse para la persona 
física, lo que implicará un cambio de titularidad del contrato de suministro

En ningún caso la consideración de consumidor vulnerable por el cumplimiento de los 
apartados anteriores se extenderá más de 6 meses desde su devengo, 

Para acreditar la condición de consumidor vulnerable definida en los apartados anteriores y 
solicitar la percepción del bono social, el consumidor remitirá a un comercializador de referencia, a 
través de la dirección de correo electrónico que aparezca en su página web, el modelo de solicitud 
definido en el Anexo IV junto con la siguiente documentación acreditativa:

• Copia del NIF o NIE del titular del punto de suministro y, en caso de que forme parte de 
una unidad familiar, copia del NIF o NIE de cada uno de los miembros para los que dicho 
documento sea obligatorio.

• Certificado de empadronamiento en vigor, individual o conjunto, del titular de punto de 
suministro o de todos los miembros de la unidad familiar.

• Libro de familia, en el caso de que exista unidad familiar.

• Acreditación de su condición conforme el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19. En particular, cuando el trabajador autónomo se encuentre en el supuesto 
de cese de actividad, la acreditación se realizará mediante certificado expedido por la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente de la Comunidad 



Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de cese de actividad declarada por 
el interesado

La comercializadora de referencia remitirá al titular del punto de suministro un correo electrónico 
de confirmación de recepción.

Garantía de suministro de energía eléctrica, productos derivados del petróleo, gas natural y 
aguan de la solicitud.

Mientras esté en vigor el estado de alarma, no podrá suspenderse el suministro de energía 
eléctrica, productos derivados del petróleo, incluidos los gases manufacturados y los 
gases licuados del petróleo, gas natural y agua a los consumidores personas físicas en su 
vivienda habitual, por motivos distintos a la seguridad del suministro, de las personas y de las 
instalaciones, aunque conste dicha posibilidad en los contratos de suministro o acceso suscritos 
por los consumidores de conformidad con la normativa sectorial que les resulte aplicación en 
cada caso.

Para acreditar ante el suministrador que el suministro se produce en la vivienda habitual, el 
consumidor podrá emplear cualquier medio documental que acredite de manera fehaciente 
dicha circunstancia.

Beneficiarios del subsidio extraordinario por falta de actividad para las personas integradas 
en el Sistema Especial de Empleados de Hogar del Régimen General de la Seguridad Social.

Tendrán derecho al subsidio extraordinario por falta de actividad las personas que, estando de 
alta en el Sistema Especial de Empleados del Hogar del Régimen General de la Seguridad Social 
antes la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo se encuentren en alguna de 
las siguientes situaciones:

• Hayan dejado de prestar servicios, total o parcialmente, con carácter temporal, a fin de reducir 
el riesgo de contagio, por causas ajenas a su voluntad, en uno o varios domicilios y con motivo 
de la crisis sanitaria del COVID-19.

• Se haya extinguido su contrato de trabajo por la causa de despido recogida en el artículo 
49.1.k del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores o por el desistimiento del empleador o 
empleadora, en los términos previstos en el artículo 11.3 del Real Decreto 1620/2011, de 14 de 
noviembre, por el que se regula la relación laboral de carácter especial del servicio del hogar 
familiar, con motivo de la crisis sanitaria del COVID-19

La acreditación del hecho causante deberá efectuarse por medio de una declaración 
responsable, firmada por la persona empleadora o personas empleadoras.

La cuantía del subsidio extraordinario por falta de actividad será el resultado de aplicar a la base 
reguladora correspondiente a la actividad que se hubiera dejado de desempeñar el porcentaje 
determinado en este apartado



La base reguladora diaria de la prestación estará constituida por la base de cotización del 
empleado de hogar correspondiente al mes anterior al hecho causante, dividida entre 30.

Si fueran varios los trabajos desempeñados en este sistema especial, se calculará la base 
reguladora correspondiente a cada uno de los distintos trabajos.

La cuantía del subsidio será el resultado de aplicar un porcentaje del setenta por ciento 
a la base reguladora referida, y no podrá ser superior al Salario Mínimo Interprofesional, 
excluida la parte proporcional de las pagas extraordinarias. 

Este subsidio extraordinario por falta de actividad se percibirá por periodos mensuales, 
desde la fecha del nacimiento del derecho. El subsidio extraordinario por falta de actividad será 
compatible con las percepciones derivadas de las actividades por cuenta propia o por cuenta ajena 
que se estuvieran desarrollando en el momento de su devengo, incluyendo las que determinan el 
alta en el Sistema Especial de la Seguridad Social de los Empleados de Hogar del Régimen General 
de la Seguridad Social, siempre que la suma de los ingresos derivados del subsidio y el resto de 
actividades no sea superior al Salario Mínimo Interprofesional. 

El subsidio extraordinario por falta de actividad será incompatible con el subsidio por 
incapacidad temporal y con el permiso retribuido recuperable 

Serán beneficiarias del subsidio de desempleo excepcional por fin de contrato temporal las 
personas trabajadoras que se les hubiera extinguido un contrato de duración determinada 
de, al menos, dos meses de duración, con posterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, El subsidio de desempleo excepcional será incompatible con la 
percepción de cualquier renta mínima.

El subsidio excepcional consistirá en una ayuda mensual del 80 por ciento del Indicador 
Público de Renta de Efectos Múltiples mensual vigente. La duración de este subsidio 
excepcional será de un mes, ampliable si así se determina por Real Decreto-ley.

Moratoria de las cotizaciones sociales a la Seguridad Social.

Se habilita a la Tesorería General de la Seguridad Social a otorgar moratorias de seis meses, 
sin interés, a las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier 
régimen de la Seguridad Social, que lo soliciten y cumplan los requisitos y condiciones que se 
establecerán mediante Orden del Ministro de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones previo 
acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos. La moratoria en los 
casos que sea concedida afectará al pago de sus cotizaciones a la Seguridad Social y por conceptos 
de recaudación conjunta, cuyo período de devengo, en el caso de las empresas esté comprendido 
entre los meses de abril y junio de 2020 y, en el caso de los trabajadores por cuenta propia entre 
mayo y julio de 2020, siempre que las actividades que realicen no se hayan suspendido con ocasión 
del estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

Las solicitudes de moratoria deberán presentarse, en el caso de empresas, a través del Sistema de 
remisión electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social y en el caso de los trabajadores 



por cuenta propia a través del citado Sistema RED o por los medios electrónicos disponibles 
en la sede electrónica de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social Las empresas deberán 
presentar solicitudes individualizadas por cada código de cuenta de cotización donde figuren de 
alta los trabajadores respecto de los que se solicita la moratoria en el pago de sus cotizaciones a la 
Seguridad Social y por conceptos de recaudación conjunta.

Las solicitudes de moratoria deberán comunicarse a la Tesorería General de la Seguridad 
Social dentro de los 10 primeros días naturales de los plazos reglamentarios de ingreso 
correspondientes a los períodos de devengo señalados 

La concesión de la moratoria se comunicará en el plazo de los tres meses siguientes al de la 
solicitud. 

Aplazamiento en el pago de deudas con la Seguridad Social.

Las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier régimen de la 
Seguridad social podrán solicitar el aplazamiento en el pago de sus deudas con la Seguridad 
Social cuyo plazo reglamentario de ingreso tenga lugar entre los meses de abril y junio de 2020, 
Estas solicitudes de aplazamiento deberán efectuarse antes del transcurso de los diez primeros 
naturales del plazo reglamentario de ingreso anteriormente señalado.

Derecho de resolución de determinados contratos sin penalización por parte de los 
consumidores y usuarios.

Si como consecuencia de las medidas adoptadas durante la vigencia del estado de alarma los 
contratos suscritos por los consumidores y usuarios, ya sean de compraventa de bienes o de 
prestación de servicios, incluidos los de tracto sucesivo, resultasen de imposible cumplimiento, 
el consumidor y usuario tendrán derecho a resolver el contrato durante un plazo de 14 días. 
La pretensión de resolución sólo podrá ser estimada cuando no quepa obtener de la propuesta 
o propuestas de revisión ofrecidas por cada una de las partes, sobre la base de la buena fe, una 
solución que restaure la reciprocidad de intereses del contrato. Las propuestas de revisión podrán 
abarcar, entre otras, el ofrecimiento de bonos o vales sustitutorios al reembolso. A estos efectos, 
se entenderá que no cabe obtener propuesta de revisión cuando haya transcurrido un periodo de 
60 días desde la imposible ejecución del contrato sin que haya acuerdo entre las partes sobre la 
propuesta de revisión.

En los supuestos en los que el cumplimiento del contrato resulte imposible de acuerdo con el 
apartado anterior, el empresario estará obligado a devolver las sumas abonadas por el consumidor 
o usuario, salvo gastos incurridos debidamente desglosados y facilitados al consumidor, en la 
misma forma en que se realizó el pago en un plazo máximo de 14 días, salvo aceptación expresa 
de condiciones distintas por parte del consumidor y usuario.

Respecto de los contratos de prestación de servicios de tracto sucesivo, la empresa 
prestadora de servicios podrá ofrecer opciones de recuperación del servicio a posteriori y sólo si el 
consumidor no pudiera o no aceptara dicha recuperación entonces se procedería a la devolución 
de los importes ya abonados en la parte correspondiente al periodo del servicio no prestado por 



dicha causa o, bajo la aceptación del consumidor, a minorar la cuantía que resulte de las futuras 
cuotas a imputar por la prestación del servicio. Asimismo, la empresa prestadora de servicios se 
abstendrá de presentar a cobro nuevas mensualidades hasta que el servicio pueda prestarse con 
normalidad, sin que ello dé lugar a la rescisión del contrato, salvo por la voluntad de ambas partes.

Medidas en materia de subvenciones y ayudas públicas

En los procedimientos de concesión de subvenciones, las órdenes y resoluciones de convocatoria 
y concesión de subvenciones y ayudas públicas que ya hubieran sido otorgadas en el momento 
de la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020 podrán ser modificadas para ampliar los plazos 
de ejecución de la actividad subvencionada y, en su caso, de justificación y comprobación de 
dicha ejecución.

Comprobación de requisitos para la concesión de ayudas al alquiler del Plan Estatal de Vivienda 
2018-2021.

• Los requisitos que han de cumplir los beneficiarios de cualquier ayuda al alquiler financiada 
con cargo al Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, incluidos los del programa de ayudas 
para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres 
de vivienda habitual, podrán ser verificados por las Comunidades Autónomas y por las 
Ciudades de Ceuta y de Melilla con posterioridad a la resolución de concesión de la ayuda, 
quedando esta condicionada al cumplimiento de los mismos.

Compatibilidad del subsidio por cuidado de menor y prestación por desempleo o cese de 
actividad durante la permanencia del estado de alarma.

Durante la permanencia del estado de alarma declarado por Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, el subsidio por cuidado de menores afectados por cáncer u otra 
enfermedad grave, que vinieran percibiendo los trabajadores por cuenta ajena a 14 de marzo de 
2020, no se verá afectado por la suspensión del contrato y reducción de jornada que tengan su 
causa en lo previsto en los artículos 22 y 23 del Real Decreto 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.

En estos casos, el expediente de regulación temporal de empleo que tramite el empresario, ya sea por 
suspensión de contratos o reducción temporal de la jornada de trabajo, solo afectara al trabajador 
beneficiario de este subsidio en la parte de la jornada no afectada por el cuidado del menor.

Será, por tanto, compatible el percibo del subsidio por cuidado de menores afectados por cáncer 
u otra enfermedad grave, con la percepción de la prestación por desempleo 

Régimen transitorio aplicable al programa de ayuda a las personas en situación de desahucio 
o lanzamiento de la vivienda.

Las ayudas reconocidas al amparo del programa de ayuda a las personas en situación de desahucio 
o lanzamiento de su vivienda habitual mantienen sus efectos por el plazo total y la cuantía total 
por las que fueron reconocidas.



Carácter retroactivo y tramitación del subsidio extraordinario por falta de actividad de las 
personas integradas en el Sistema Especial de Empleados del Hogar y del subsidio de desempleo 
excepcional por fin de contrato temporal.

El subsidio extraordinario por falta de actividad y el subsidio de desempleo excepcional por fin de 
contrato temporal previstos en este real decreto-ley serán de aplicación a los hechos causantes 
definidos en los mismos aun cuando se hayan producido con anterioridad a su entrada en vigor, 
siempre que estos se hubieran producido con posterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo.

Moratoria de deuda hipotecaria. modificación art 7 RD-Ley 8/2020

Se establecen medidas conducentes a procurar la moratoria de la deuda hipotecaria para la 
adquisición de la vivienda habitual, de inmuebles afectos a la actividad económica que desarrollen 
empresarios y profesionales y de viviendas distintas a la habitual en situación de alquiler, conforme 
al artículo 19 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por quienes padecen extraordinarias 
dificultades para atender su pago como consecuencia de la crisis del COVID-19

Ámbito de aplicación de la moratoria de deuda hipotecaria.

• Las medidas previstas en este real decreto-ley para la suspensión de las obligaciones derivadas 
de los contratos de préstamo con garantía hipotecaria vigentes a la fecha de su entrada 
en vigor cuya finalidad fuera la adquisición de vivienda habitual o de inmuebles afectos a 
la actividad económica que desarrollen empresarios y profesionales se aplicarán a dichos 
contratos cuando concurran en el deudor todos los requisitos establecidos en el artículo 16 
del real decreto ley 11/2020, de 31 de marzo, para entender que está dentro de los supuestos 
de vulnerabilidad económica.

La duración de la moratoria hipotecaria será de tres meses

Formalización en escritura pública de la moratoria hipotecaria.

Los derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la formalización e inscripción de 
la moratoria hipotecaria legal y de la formalización e inscripción de la novación del préstamo 
hipotecario, serán satisfechos en todo caso por el acreedor y se bonificarán en un 50 por ciento en 
los términos fijados en la norma.



REAL DECRETO-LEY 12/2020 DE 31 DE MARZO. MEDIDAS URGENTES EN 
MATERIA DE PROTECCIÓN Y ASISTENCIA A LAS VICTIMAS DE VIOLENCIA DE 
GÉNERO

Medidas para garantizar el funcionamiento de los servicios de asistencia y protección 
integral a las víctimas de violencia de género

1. Los servicios a los que se refieren los artículos 2 a 5 del mismo tendrán la consideración de 
servicios esenciales con los efectos previstos en el Real Decreto 463/2020.

2. Las Administraciones Públicas competentes adoptarán las medidas necesarias para garantizar 
la prestación de los servicios de información y asesoramiento jurídico 24 horas, telefónica y 
en línea, dirigidos a las víctimas de violencia de género, con las mismas características que los 
que se venían prestando

3. Las Administraciones Públicas competentes garantizarán la prestación de los servicios de 
asistencia social integral, consistentes en orientación jurídica, psicológica y social destinadas 
a las víctimas de violencia género, que viniesen funcionando con anterioridad.

4. Las Administraciones Públicas competentes garantizarán el normal funcionamiento de los 
centros de emergencia, acogida, pisos tutelados, y alojamientos seguros para víctimas de 
violencia de género, explotación sexual y trata con fines de explotación sexual.

5. Garantizar el normal funcionamiento y prestación del servicio integral, incluido el servicio 
de instalación y mantenimiento de equipos de dispositivos telemáticos, del sistema de 
seguimiento por medios telemáticos del cumplimiento de las medidas cautelares.

6. Las Administraciones Públicas competentes elaborarán las oportunas campañas de 
concienciación.

Medidas urgentes para favorecer la ejecución de los fondos del Pacto de Estado contra la 
Violencia de Género por las comunidades autónomas

Las comunidades autónomas y las entidades locales podrán destinar los fondos que les 
correspondan del Pacto de Estado contra la Violencia de Género a poner en marcha todos los 
proyectos o programas preventivos y asistenciales que se recogen en este Real Decreto-ley, así 
como cualquier otro que, en el contexto del estado de alarma, tenga como finalidad garantizar 
la prevención, protección y la atención frente a todas las formas de violencias contra las mujeres.



DECRETO LEY 1/2020 DE 25 DE MARZO DE MEDIDAS URGENTES PARA 
RESPONDER AL IMPACTO DEL COVID 19 EN ARAGÓN

Medidas en el ámbito de servicios sociales

Agilización de la provisión de puestos en el Instituto Aragonés de Servicios Sociales y las entidades 
locales.

Las necesidades de efectivos que en el Instituto Aragonés de Servicios Sociales y en las Entidades 
Locales sean precisas para la prestación de los servicios esenciales, como consecuencia de 
bajas o  ausencias de personal que se produzcan por efecto del coronavirus COVID-19 o para 
atender las medidas adoptadas relativas al mismo, se cubrirán, en primer lugar, mediante el 
personal empleado público o personal laboral de entidades contratistas o concertadas que han 
quedado sin función específica con motivo del cierre de los Hogares de personas mayores, 
de los Centros de día y de los Centros de atención a la discapacidad, pudiendo ser requeridos 
para las necesidades del sistema de servicios sociales en función de la categoría profesional 
personal.

Provisión de medios personales a centros residenciales de titularidad privada

Las entidades locales, en su ámbito territorial, estarán obligadas a proveer las necesidades de 
personal de centros residenciales de titularidad de entidades privadas con o sin ánimo de lucro, 
mediante el personal empleado público o personal laboral de entidades contratistas o concertadas

Adjudicación directa de acuerdos de acción concertada en materia de servicios sociales.

1. Se podrán adjudicar directamente y sin publicidad los acuerdos de acción concertada en 
materia de servicios sociales que tengan por objeto, estrictamente, la ejecución de medidas 
para atender las situaciones provocadas por efecto del COVID-19.

2. En estos supuestos, la propia Orden de autorización de formalización aprobará los módulos 
económicos necesarios sin necesidad de aprobar previamente una Orden de precios�

Renovación de acuerdos de acción concertada y prórroga contratos en materia de servicios 
sociales.

Mientras permanezcan las circunstancias excepcionales que motivan este Decreto-ley, los 
acuerdos de acción concertada en materia de servicios sociales cuyo plazo de vigencia o sus 
prórrogas hayan finalizado quedarán renovados hasta que puede completarse la tramitación del 
nuevo procedimiento

Garantía del pago de prestaciones económicas sociales.

Mientras sea necesaria la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 
y sus repercusiones económicas y sociales conforme a este Decreto-ley se aplicarán las normas 
especificadas a continuación en relación con las siguientes prestaciones económicas sociales:



Con relación al ingreso aragonés de inserción y a las ayudas de apoyo a la integración familiar:

1. Las prestaciones cuyo periodo de concesión finalice en el mes de marzo de 2020 serán 
automáticamente prorrogadas durante el plazo de 12 meses. Las prestaciones que finalicen 
en los sucesivos meses serán prorrogadas en idénticos términos�

2. Quedan sin efecto los actos de suspensión pendientes de tramitación.

3. Con relación a las becas para atención en centros de servicios sociales especializados de 
carácter residencial, serán automáticamente prorrogadas mientras la persona beneficiaria 
permanezca en el correspondiente centro.

4. Las entidades locales para el pago de las prestaciones de su competencia podrán aceptar la 
acreditación de los requisitos necesarios mediante una declaración responsable, sin perjuicio 
de la verificación posterior. 

Carácter esencial del servicio de ayuda a domicilio.

Mientras permanezcan las circunstancias excepcionales que motivan el presente Decreto-ley, 
se declara servicio esencial mínimo cuya continuidad debe garantizarse, cualquiera que sea la 
Administración pública competente para su prestación,

1. Se habilita al Director Gerente del Instituto Aragonés de Servicios Sociales para modificar las 
condiciones de las subvenciones nominativas para garantizar la cobertura de los servicios 
esenciales

2. La atención de las necesidades provocadas por la crisis sanitaria del COVID-19 se considerará 
causa justificada para la concesión excepcional de subvenciones directas sin necesidad del 
informe de la comisión técnica

Prestaciones básicas de servicios sociales de las Entidades Locales.

A los efectos de este Decreto-ley, se considerarán prestaciones básicas de Servicios Sociales de las 
Entidades Locales las enumeradas en el artículo 1/2 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo,
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